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1. Introducción
La familia como núcleo fundamental de la sociedad está protegida desde la norma suprema, se atribuye este deber jurídico al Estado, para precautelar la filiación como vínculo transcendental que determina la paternidad y maternidad en relación con los hijos. Por ello, se reconocen como derechos fundamentales la libertad a la vida reproductiva, y a decidir cuándo y cuántos hijos tener, siendo este último el que sustenta la procreación como derecho (Asamblea Nacional Constituyente, 2008). En este contexto, las personas y parejas que no pueden procrear de forma natural pueden recurrir a las técnicas de reproducción humana asistida (TRHA) o adopción para conseguir su paternidad o maternidad. 
La Organización Mundial de la Salud (OMS) en su informe muestra que los problemas de infertilidad de las personas a nivel mundial son del 17,5 %, por ello, considera urgente otorgar acceso médico y procedimientos adecuados que garanticen las mejores condiciones para tener hijos a las familias (2023). Así, las TRHA constituyen una alternativa viable que las clínicas de fertilidad otorgan a las personas, sujetándose solo a protocolos clínicos al margen del ordenamiento jurídico. Precisamente, el vacío normativo deja en la informalidad la aplicación de las TRHA, en especial la forma de prestar el consentimiento, ocasionando inseguridad jurídica en los efectos de esta modalidad filial. Tal problema, afecta derechos de los intervinientes, en especial el derecho a la identidad y conocer el origen de los hijos procreados con estas técnicas, porque permite la impugnación de la paternidad y maternidad por vicios en el consentimiento y falta de vínculo biológico con los progenitores ante la falta de regulación jurídica.  
La investigación tiene como objetivo analizar los requisitos y formalidades necesarios del consentimiento de las parejas unidas por matrimonio o unión de hecho al recurrir a las TRHA y, examinar si las presunciones de paternidad son aplicables en estos casos. Esto a partir de un enfoque investigativo cualitativo, empleando el análisis y comparación de la información recogida, en especial, el ordenamiento jurídico ecuatoriano, el derecho comparado de países sudamericanos, la doctrina especializada en Derecho de Familia y, la jurisprudencia nacional e internacional más relevante. Esta exploración permitirá identificar estos criterios necesarios para la validez del consentimiento de las parejas y provocar los efectos jurídicos de la filiación de los hijos por TRHA. 
2. Objetivos
2.1. Objetivo general 
Analizar los requisitos necesarios para la validez del consentimiento de la pareja, unida por matrimonio o unión de hecho reconocida legalmente, en la aplicación de las técnicas de reproducción humana asistida que determina la filiación con los hijos.
2.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
Examinar los derechos involucrados de cada familia a decidir libremente el tipo de familia y los hijos que desean tener en su proyecto de vida. 
Identificar en el ordenamiento jurídico ecuatoriano y otros países los requisitos para otorgar el consentimiento en la aplicación de procedimientos de TRHA. 
Determinar las reglas jurisprudenciales que se aplican en Ecuador como mecanismo para suplir la ausencia de norma que regula el consentimiento en las TRHA.
3. Metodología
La investigación jurídica se desarrolló bajo un enfoque cualitativo y alcanzó un nivel descriptivo, complementado con un análisis dogmático y comparado. Se emplearon los métodos deductivo, analítico y sintético para examinar las teorías, normativas y jurisprudencia relacionadas con los requisitos de validez del consentimiento de la pareja en la aplicación de TRHA y su impacto en la determinación de la filiación. La investigación se enmarca en los derechos humanos, articulando el Derecho Constitucional con el Derecho de Familia.
El universo de estudio comprende los aportes doctrinales, el ordenamiento jurídico ecuatoriano, la legislación comparada de Argentina, Uruguay, Cuba y España, así como la jurisprudencia ecuatoriana. Este marco permitió analizar los requisitos de validez del consentimiento y plantear una alternativa frente al vacío legal existente en Ecuador. Debido a la escasa jurisprudencia, se seleccionó una muestra intencional de fallos de la Corte Nacional de Justicia y la Corte Constitucional del Ecuador. Para la recolección de datos, se emplearon el análisis documental y la revisión bibliográfica sistemática.
La hipótesis principal sostiene que la ausencia de una normativa que regule el consentimiento de la pareja en la aplicación de las TRHA en Ecuador afecta la determinación de la filiación y el interés superior del niño. En consecuencia, la investigación busca identificar los requisitos del consentimiento necesarios para que la filiación produzca plenos efectos jurídicos entre padres e hijos. Las categorías de análisis permiten evaluar cómo la existencia o inexistencia de regulación impacta en los derechos y obligaciones derivados de la filiación por TRHA, considerando que los niños, niñas y adolescentes son sujetos de atención prioritaria.
El instrumento central fue una matriz de análisis jurídico, que permitió sistematizar los requisitos del consentimiento en las TRHA y facilitar su interpretación y cotejo normativo en los ámbitos nacional e internacional.
TABLA 1. Matriz de comparación normativa de requisitos del consentimiento en la aplicación de TRHA.
	Criterios y Subcriterios observados
	Ecuador (CRE y CC)
	Argentina (Ley26.862 CCyCN)
	Uruguay (Ley 19.167)
	Cuba (Código de Familias; Res.1151)
	España (Ley 14/2006; Ley 3/2007)

	Reconocimiento legal Filiación por TRHA (voluntad procreacional)
	No, solo regula filiación biológica y adoptiva.
	Si, reconoce las TRHA como origen filial, con igual efecto.
	Si, atribuye efecto filial a la voluntad procreacional.
	Sí, incorpora filiación asistida por voluntad expresa.
	Si, genera efectos filiales sin discriminación.

	Carácter previo, expreso, libre e informado del consentimiento
	Solo consta en la planificación familiar, no en las TRHA
	Si, como exigencia legal
	Si, constan como requisitos legales
	Si, constan como requisitos.
	Si constan, además incorpora que debe ser consciente

	Formalidad por escrito/ante notario
	Sin ninguna formalidad, rigen protocolos médicos.
	Si, solo por escrito
	Sí, expresamente por escrito
	Si, formalidad ante notario público expresamente
	Si, constancia por escrito.

	Ratificación/renovación de la voluntad
	No se regula
	Si, debe renovarse cada vez que se usen los gametos.
	Si, ratificación expresa al momento de la fecundación.
	No, considera el consentimiento inicial formalizado.
	No, considera la fase previa al uso de los gametos

	Posibilidad de revocación
	No regula
	Si, temporal antes del uso de gametos
	Si, revocable en cualquier momento
	Si, antes del uso de los gametos
	Si, se permite previo al uso de los gametos

	Protección frente a la impugnación
	Parcial, inseguridad jurídica, aplica precedente jurisprudencial.
	Prohíbe la impugnación si hubo consentimiento.
	Prohíbe la impugnación por la pareja.
	Si, impide la acción de reclamación contra donantes.
	No procede la impugnación judicial

	Inaplicabilidad del examen de ADN
	Parcial, inseguridad jurídica, solo por precedente obligatorio de la CNJ en lanulidad del reconocimiento.
	Si, no aplica presunciones consanguíneas
	Si, desvincula el nexo biológico con donantes
	Si, independiente de quien aporta los gametos.
	Si, el donante no tiene vínculos biológicos ni derechos.



Fuente: elaboración propia
4. resultados
Fundamentos: protección a la familia, derechos reproductivos y derecho a la procreación
La familia “está integrada por personas que se hallan unidas por un afecto natural derivado de la relación de pareja, de la filiación y, en última instancia, del parentesco consanguíneo y de afinidad” (Reyna, 2013). Desde el ordenamiento jurídico, es una institución regida por normas de orden público y núcleo fundamental de la sociedad, cuya protección corresponde al Estado, independientemente del tipo de familia y su fuente (Asamblea Nacional Constituyente, 2008). Entre los derechos de las personas o parejas se encuentra la libertad reproductiva y la facultad de decidir libremente cuándo y cuántos hijos tener, generando el vínculo filial entre padres e hijos, ya sea biológico, adoptivo o mediante técnicas de reproducción humana asistida (TRHA), además de la patria potestad (Asamblea Nacional Constituyente, 2008, Art. 66, n.10). Si la pareja no puede procrear, el Estado debe garantizar condiciones seguras para acceder a las TRHA.
La centralidad del ordenamiento jurídico se encuentra en los derechos fundamentales. Por ello, el vacío normativo sobre estos procedimientos y la forma de prestar el consentimiento genera inseguridad jurídica y desprotección familiar. De ahí la necesidad de revisar las legislaciones de Argentina, Uruguay, Cuba y España, que califican las TRHA como procedimientos o tratamientos médicos destinados a lograr el embarazo mediante la manipulación de gametos o embriones humanos, aplicables a parejas con impedimentos biológicos o a mujeres que no logran concebir, independientemente de su estado civil.
En la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing (DPAB) aprobada en la IV Conferencia Mundial de la Mujer en Beijing de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) se define a los derechos reproductivos como:
Esos derechos se basan en el reconocimiento del derecho básico de todas las parejas e individuos a decidir libre y responsablemente el número de hijos, el espaciamiento de los nacimientos y el intervalo entre éstos y a disponer de la información y de los medios para ello y el derecho a alcanzar el nivel más elevado de salud sexual y reproductiva. (1995, pág. 65)
Los derechos sexuales y reproductivos incluyen el acceso a información, educación, servicios, medios o instrumentos que permitan a las personas tomar decisiones al respecto (Turner, 2001). A criterio de Corral, el derecho a procrear debe entenderse como parte del derecho a la vida y al desarrollo de la personalidad, limitado al contexto natural de la reproducción humana (Corral, 1992). Otros autores lo identifican como el derecho a tener un hijo, pero consideran que no forma parte de los derechos sexuales y reproductivos, debido a que la reproducción artificial no siempre tiene como resultado la procreación (Gafo, 1986; Vila-Coro, 1997). Sin embargo, la autora considera que el derecho a la procreación puede ejercerse de forma independiente y autónoma, en sus aspectos positivo y negativo; este estudio aborda el primero.
Asimismo, este derecho requiere tres propiedades: libertad, responsabilidad e información. Esta última comprende el deber del Estado de informar sobre métodos anticonceptivos cuando se decida no tener hijos o hacerlo en el momento oportuno (Carbonell, 2006). En este marco, la procreación se interrelaciona con otros derechos reproductivos reconocidos en la DPAB, pero no se garantiza plenamente a las familias homoparentales o heterosexuales infértiles ante la ausencia de regulación jurídica. Por ello, surge la discusión sobre cómo debe prestarse el consentimiento, considerando la duración de los procedimientos médicos desde su inicio hasta su finalización, incluso cuando no se obtenga el resultado esperado.
Conforme a lo examinado, el ordenamiento jurídico ecuatoriano reconoce las modalidades filiales biológica y adoptiva, pero desconoce la derivada de TRHA como ejercicio del derecho fundamental a procrear. En este contexto, la ausencia de regulación afecta los derechos reproductivos de las familias que no pueden concebir naturalmente, pone en riesgo la determinación de la filiación y el derecho a la identidad de los nacidos mediante estas técnicas, y afecta su interés superior. Actualmente, los jueces determinan discrecionalmente la validez del consentimiento prestado por la pareja y la aplicación de las presunciones de paternidad en vínculos formales como mecanismo de protección filial.  
El consentimiento en la filiación por TRHA
El reconocimiento de la filiación derivada de TRHA ha sido estudiado por la doctrina como filiación asistida. A criterio de Gil Domínguez, el vínculo filial se determina por la voluntad procreacional y no por lo genético, fundamentada en el consentimiento prestado para los procedimientos reproductivos (2015). Aunque Ecuador no ha reconocido esta modalidad, el Código Civil regula la filiación por la concepción del hijo dentro del matrimonio o unión de hecho legalmente reconocida, por reconocimiento voluntario del padre o madre cuando no existe matrimonio y por declaración judicial (Congreso Nacional, 2005, Art. 24).
Se examinará el primer caso, es decir, la concepción como hecho determinante de la filiación dentro del matrimonio o unión de hecho legalmente reconocida. En consecuencia, debe establecerse cuándo ocurre la concepción en parejas infértiles o del mismo sexo. Al no existir un concepto jurídico, debe interpretarse en su sentido natural y obvio, como la fecundación del óvulo por el espermatozoide para formar un cigoto viable.
La medicina reproductiva sostiene que “Biológicamente, no existe diferencias significativas entre un embarazo conseguido por reproducción asistida y uno natural, ya que el desarrollo del embrión y su implantación son iguales” (García, 2025). Sin embargo, cuando interviene la ciencia se requiere un procedimiento previo que jurídicamente debe analizarse, especialmente respecto del consentimiento de la pareja. La presunción legal de paternidad puede ser impugnada mediante la prueba comparativa de patrones de bandas o secuencias de ácido desoxirribonucleico (ADN) (Congreso Nacional, 2005, Arts. 233 y 246), afectando el derecho a la identidad y el interés superior de los hijos concebidos por TRHA.
En tal virtud, la voluntad debe ser expresa y el consentimiento no debe estar viciado por error, fuerza o dolo, además de ser conjunto, libre e informado sobre el procedimiento, su duración, protocolos y riesgos. La voluntad de procrear así exteriorizada debe surtir plenos efectos jurídicos a favor de los hijos, aunque no exista vínculo biológico. Ante la ausencia normativa, estos protocolos han sido establecidos por las clínicas de fertilidad, algunas bajo estándares internacionales y otras al margen de las autoridades, poniendo en riesgo los vínculos filiales y parentales de los nacidos mediante estas técnicas.
En Ecuador, la Red Latinoamericana de Reproducción Asistida (REDLARA) estableció formularios de consentimiento informado y distinguió entre el consentimiento para el destino de los gametos y el destinado al procedimiento de TRHA, cuya revocatoria puede efectuarse antes del uso del material biológico (Red Latinoamericana de Reproducción Asistida, 2010). En Europa, estos estándares se encuentran en el Convenio de Oviedo y su Protocolo relativo a la investigación biomédica. El artículo 5 dispone que toda intervención en salud debe ser libre e informada respecto de su naturaleza, finalidad, riesgos y alternativas. Países como Italia, Francia y España regulan estos estándares de forma más específica, estableciendo límites temporales para la revocación antes de la utilización del gameto (Consejo de Europa, 1997).
La Ley Orgánica de Gestión de Identidad y Datos Civiles no contempla la identidad derivada de TRHA; sin embargo, la Sentencia No. 184-18-SEP-CC de la Corte Constitucional reconoció la doble filiación materna en el caso de la hija de una pareja de mujeres. Asimismo, la Ley Orgánica de la Salud regula el consentimiento informado, por escrito o mediante otro medio, como ejercicio de la autonomía de la voluntad y establece que, en la planificación familiar, la decisión debe ser “libre, voluntaria, responsable, autónoma, sin coerción, violencia ni discriminación sobre el número de hijos que puedan procrear” (Asamblea Nacional, 2023, Art. 23).
Desarrollo normativo en otros países
El desarrollo normativo de las TRHA en algunos países ha sido robusto, por ello, se revisará la legislación de Argentina, Uruguay, Cuba y España. En Argentina, el Código Civil y Comercial de la Nación (2014) y la Ley 26.862 de Acceso Integral a la Reproducción Médicamente Asistida (2013) reconocen que la filiación y el parentesco pueden tener como origen las TRHA. Respecto al consentimiento, establecen que debe ser previo, libre e informado y renovarse cada vez que se utilicen gametos o embriones, independientemente de quien los haya aportado. La doctrina identifica esta renovación como ratificación de la voluntad o intención procreacional, lo que implica que el consentimiento inicial tiene carácter temporal. Además, la presunción de paternidad no aplica cuando el consentimiento no cumple los requisitos legales, por lo que tampoco procede la acción de negación del vínculo filial (Congreso de la Nación Argentina, 2014).
En Uruguay, la Ley 19.167 (2013) regula el marco jurídico y médico, el acceso a los tratamientos y protege la voluntad procreacional sin discriminación por orientación sexual o estado civil. El consentimiento para establecer la filiación por TRHA debe ser previo, libre, informado y escrito; en las parejas deben consentir ambos, pudiendo revocarlo antes de la fecundación o inseminación. Asimismo, el consentimiento inicial debe ser ratificado expresamente al momento de la fecundación o inseminación. Cuando cumple estos requisitos, produce plenos efectos jurídicos y no procede la impugnación de la filiación por parte de uno de los miembros de la pareja (Uruguay. Poder Legislativo, 2013).
En Cuba, el Código de las Familias (2022) y la Resolución 1151/2022 del Ministerio de Salud Pública regulan las TRHA y reconocen su acceso universal sin discriminación, incorporando la filiación asistida basada en la voluntad expresa de construir la maternidad o paternidad mediante estas técnicas. Se establece una edad mínima de 20 años y máxima de 45 para mujeres y 55 para hombres, límites que, a criterio de la autora, se justifican por los riesgos para la salud de la pareja y del nacido. El consentimiento constituye el fundamento de validez jurídica del procedimiento y debe expresar de forma inequívoca el deseo de ser padre o madre, ser libre, expreso e informado y formalizarse ante notario público (Cuba. Asamblea Nacional del Poder Popular, 2022). 
Tanto Uruguay como Cuba disponen que el consentimiento puede revocarse antes de la inseminación o transferencia del embrión y que, cuando cumple las formalidades legales, constituye el fundamento de la filiación asistida, independientemente de quién haya aportado los gametos. El donante no adquiere derechos ni obligaciones ni puede ejercer acciones de reclamación de paternidad o reconocimiento de filiación. Asimismo, regulan excepcionalmente la filiación posterior al fallecimiento de la pareja, siempre que el causante haya expresado previamente su consentimiento de forma específica y por escrito (Cuba. Asamblea Nacional del Poder Popular, 2022).
En España, la Ley 14/2006 regula las TRHA y exige que el consentimiento sea previo, escrito, libre, consciente y expreso de la mujer receptora y, si está casada con un hombre, también de este (España. Jefatura del Estado, 2006). Posteriormente, la Ley 3/2007 permitió que, en parejas de mujeres casadas, la madre no gestante solicite la doble filiación matrimonial mediante su consentimiento ante el Registro Civil (España. Jefatura del Estado, 2007). Cuando se cumplen los requisitos, no procede la impugnación judicial de la filiación y el donante no adquiere vínculo con el nacido. También se permite la filiación paterna post mortem cuando existe consentimiento previo para utilizar el semen dentro de los 12 meses siguientes al fallecimiento. En cuanto a la gestación por sustitución, se establece su nulidad de pleno derecho y que el parto determina la filiación (España. Jefatura del Estado, 2006).
Conforme al análisis de las legislaciones vigentes en Argentina, Uruguay, Cuba y España, se observan coincidencias en los requisitos del consentimiento para determinar la filiación derivada de TRHA. Por ello, la autora considera que el consentimiento de la persona receptora o de la pareja debe otorgarse por escrito mediante escritura pública notarial, ser previo, libre e informado y expresar claramente la voluntad de ser padre o madre. La falta de algún requisito podría convalidarse mediante escritura pública posterior a la fecundación, inseminación o nacimiento. Asimismo, el consentimiento que cumpla estas condiciones debe producir plenos efectos jurídicos e impedir expresamente la impugnación de la filiación asistida o por voluntad procreacional, protegiendo así el interés superior de los nacidos mediante estas técnicas.
Aportes jurisprudenciales relevantes en Ecuador
La revisión normativa de los países con mayor regulación de la filiación por TRHA requiere examinar los precedentes jurisprudenciales en Ecuador, que orientan las decisiones de los operadores de justicia ante la laguna normativa existente. Aunque la jurisprudencia de la Corte Nacional de Justicia y la Corte Constitucional es escasa, constituye una base para unificar criterios jurídicos en casos concretos.
Un primer aporte corresponde a la Resolución 05-2014 de la Corte Nacional de Justicia, publicada en el Registro Oficial No. 346 del 2 de octubre de 2014, emitida a partir de tres fallos de triple reiteración sobre la determinación de la paternidad, maternidad y filiación: 1) Resolución No. 036-2014, Juicio ordinario No. 102-2013 (Recurso de Hecho); 2) Resolución No. 049-2014, Juicio ordinario No. 210-2013 (Recurso de Casación); y 3) Resolución No. 71-2014, Juicio ordinario No. 083-2013 (Recurso de Casación). La Sala Especializada de la Familia, Niñez, Adolescencia y Adolescentes Infractores estableció como criterio relevante que el reconocimiento puede ser impugnado por la falta de requisitos esenciales, entre ellos el consentimiento libre de vicios, capacidad legal, objeto y causa lícita.
Consecuentemente la Corte resolvió aprobar el informe estableciendo como precedente obligatorio jurisprudencial, por la triple reiteración de fallos, al existir el siguiente punto de derecho coincidente:
(…) PRIMERO. - El reconocimiento voluntario de hijos e hijas tiene el carácter de irrevocable. 
SEGUNDO.- El legitimado activo del juicio de impugnación de reconocimiento es el hijo/a y/o cualquier persona que demuestre interés actual en ello, excepto el reconociente, quien solo puede impugnar el acto del reconocimiento por vía de nulidad del acto, acción que ha de prosperar, en tanto logre demostrar que, al momento de otorgarlo, no se ha verificado la concurrencia de los requisitos indispensables para su validez; la ausencia de vínculo consanguíneo con el reconocido a través de la práctica del examen de ADN, no constituye prueba para el juicio de impugnación de reconocimiento, en que no se discute la verdad biológica. (2014, p. 9)
Este precedente protege la filiación derivada del reconocimiento voluntario de paternidad o maternidad, que puede tener origen en las TRHA, e impide que quien realizó el reconocimiento pueda impugnarlo, salvo que solicite su nulidad demostrando la falta de requisitos de validez. Por tanto, la prueba de ADN que evidencie la ausencia de vínculo de consanguinidad resulta irrelevante, pues el vínculo biológico no constituye el objeto de discusión.
Posteriormente, la Corte Constitucional del Ecuador (CCE), mediante la Sentencia 184-18-SEP-CC, caso Satya, estableció que la filiación no se determina únicamente por el vínculo biológico, sino también por la voluntad de ser padre o madre. Al negar la doble filiación materna de la niña, hija de una pareja de mujeres con unión de hecho reconocida legalmente, se vulneraron varios derechos, entre ellos el derecho a la identidad.
5. discusión
La familia es una institución jurídica fundamental en la sociedad, por lo que el Estado debe garantizar sus fines mediante normas claras y expresas, así como políticas y acciones públicas orientadas a su protección. En este contexto, las reformas sobre la unión de hecho y el matrimonio igualitario, junto con los problemas de infertilidad, exigen asegurar el acceso a las TRHA en condiciones adecuadas y sin riesgos, garantizando el derecho a decidir libremente cuándo y cuántos hijos tener.
Lo anterior evidencia la necesidad de reconocer una nueva fuente filial derivada de las TRHA, superando la concepción tradicional que vincula la verdad biológica con la jurídica. La doctrina reconoce que la voluntad procreacional desplaza lo biológico hacia la intención de ser padre o madre. Sin embargo, la ausencia de regulación genera tensiones frente a la impugnación de paternidad o maternidad mediante pruebas de ADN, lo que puede vulnerar el derecho a la identidad y el interés superior del niño al permitir la desvinculación del progenitor que prestó su consentimiento.
Actualmente, el consentimiento en las TRHA se rige por las reglas de los actos jurídicos, debiendo ser libre, voluntario y no estar viciado. La Ley Orgánica de Salud y el Convenio de Oviedo regulan el consentimiento informado médico para proteger la integridad y autonomía del paciente. Por su parte, la doctrina y el derecho comparado identifican el consentimiento procreacional como un acto jurídico constitutivo del estado civil, destinado a generar derechos y obligaciones derivados de la filiación asistida.
El análisis de Argentina, Uruguay, Cuba y España evidencia coincidencias en los requisitos del consentimiento: debe ser previo, libre, informado y expresar de forma escrita la voluntad procreacional. Cuba incorpora la escritura pública ante notario y España exige además que sea consciente. Considerando los derechos fundamentales involucrados y el interés superior del nacido, se estima que en Ecuador debe configurarse como un acto solemne, escrito, previo, consciente, libre e informado, garantizando certeza sobre la intención procreacional.
Finalmente, aunque la jurisprudencia ecuatoriana no ha establecido reglas específicas sobre la forma de prestar el consentimiento en las TRHA, sí aporta criterios relevantes. El reconociente no puede impugnar la filiación por la sola ausencia de vínculo biológico demostrada mediante ADN, pues la verdad biológica no constituye el objeto de discusión; únicamente puede solicitarse la nulidad por falta de requisitos de validez. Asimismo, la Corte Constitucional ha establecido que la filiación también se determina por la voluntad de ser padre o madre, reconociendo así, aunque no de manera expresa, la relevancia de la voluntad procreacional en la filiación.
6. conclusiones 
La dinámica social y jurídica de la familia ecuatoriana, a partir del reconocimiento de sus diversos tipos, el incremento de los problemas de infertilidad y los avances médicos, requieren que el Estado supere el concepto tradicional de filiación   biológica y adoptiva a la de voluntad procreacional como un eje que articule la filiación por TRHA, atribuyendo a la intención manifiesta de querer ser padre o madre como fuente del vínculo jurídico. Sin duda, la falta de normativa expresa está generando vacíos que vulneran los derechos fundamentales, como la identidad y el interés superior del niño, frente a las acciones para desvincular la parentalidad por falta de vínculo biológico.
La diferencia conceptual y jurídica entre el consentimiento informado médico y el consentimiento procreacional es indispensable, porque este último opera en el Derecho de Familia como un acto jurídico constitutivo de estado civil que origina la patria potestad (conjunto de derechos y obligaciones) por esta modalidad filial. Así, en el contexto jurídico de Ecuador debe garantizarse la seguridad jurídica de los sujetos de atención prioritaria, regulando en estos casos el consentimiento de forma solemne, escrito, previo, consciente, libre e informado.
El análisis de la legislación comparada y la jurisprudencia constitucional evidencia un criterio uniforme respecto de la voluntad procreacional en las TRHA, impidiendo que los reconocientes utilicen la prueba de ADN para desvincularse del nacido, pues la verdad biológica no constituye la causa del vínculo filial, sino la intención de ser padres. En consecuencia, solo procedería alegar la nulidad del consentimiento por vicios de validez del acto jurídico, garantizando la protección de la familia y los derechos integrales de los nacidos mediante estas técnicas.
8. Referencias 
Asamblea General de la República Oriental del Uruguay . (29 de noviembre de 2013). Ley N.º 19.167 Ley de Regulación de las Técnicas de Reproducción Humana Asistida. Uruguay.
Asamblea Nacional Constituyente. (2008). Constitución de la República del Ecuador. 
Carbonell, M. (2006). Libertad de procreación y derecho a la interrupción voluntaria del embarazo. Debate Feminista, 34, 54-68. doi:https://doi.org/10.22201/cieg.2594066xe.2006.34.1294
Congreso de la Nación Argentina. (2014). Código Civil y Comercial de la Nación (Ley No. 26.994).
Corral, H. (1992). Admisibilidad Jurídica de las Técnicas de Procreación Artificial. Revista Chilena de Derecho, 459.
Cuba. Asamblea Nacional del Poder Popular. (2022). Ley 156/2022 Código de las Familias. Obtenido de Gaceta Oficial de la República de Cuba, No. 99, 27 de septiembre de 2022.
España. Jefatura del Estado. (2006). Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre técnicas de reproducción humana asistida. Obtenido de Boletín Oficial del Estado, núm. 126, 27 de mayo de 2006.
España. Jefatura del Estado. (2007). Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la rectificación registral de la mención relativa al sexo de las personas . Obtenido de Boletín Oficial del Estado, núm. 65, 16 de marzo de 2007.
Europa, C. d. (1997). Convenio para la protección de los derechos humanos y la dignidad del ser humano con respecto a las aplicaciones de la Biología y la Medicina: Convenio sobre los Derechos Humanos y la Biomedicina. 
Gafo , J. (1986). Nuevas técnicas de reproducción humana asistida. Publicaciones de la Universidad Pontificia Comillas.
García, S. (enero de 2025). Embryocenter. Obtenido de https://embryocenter.es/diferencias-entre-un-embarazo-por-reproduccion-asistida-y-uno-natural/
General, A. (2013). Ley No. 19.167. Uruguay.
Gil Domíguez, A. (2015). Derecho y nuevas tecnologías reproductivas:filiación, vountad procreacional y autonomía. Buenos Aires : Ediar.
Nacional, C. (2005). Código Civil. Quito.
Nacional, C. (2005). Código Civil. Quito.
OMS. (4 de abril de 2023). La OMS alerta de que una de cada seis personas padece esterilidad. Obtenido de Organización Mundial de la Salud: https://www.who.int/es/news/item/04-04-2023-1-in-6-people-globally-affected-by-infertility
Organización de las Naciones Unidas. (1995). Declaración de Beijing. Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer Beijing (pág. 65). Beijing: UN Women.
Red Latinoamericana de Reproducción Asistida. (2010). REDLARA. 
Reyna, H. (2013). Familias Ensambladas: su problemática jurídica en el Perú.
Turner, S. (2001). LOS DERECHOS SEXUALES Y REPRODUCTIVOS Y SU INCIDENCIA EN LA ESTERELIZACIÓN Y LA PROCREACIÓN. (U. A. Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, Ed.) Revista de Derecho de la Universidad Austral de Chile, XII(2), 207-216.
Uruguay. Poder Legislativo. (2013). Ley n.º 19.167 de Técnicas de Reproducción Humana Asistida. Obtenido de Diario Oficial de la República Oriental del Uruguay.
Vila-Coro, M. (1997). Huérfanos biológicos. El hombre y la mujer ante la reproducción artificial. Editorial San Pablo.

